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LAS SOCIEDADES POSINDUSTRIALES Y SU 
CRIMINALIDAD. POLÍTICA CRIMINAL EN LA SOCIEDAD 
POSINDUSTRIAL
El contexto de las sociedades del siglo XXI
El concepto de sociedad posindustrial aparece como una expresión que pretende 
denominar un nuevo modo en que la sociedad comprende sus relaciones estruc-
turales, ya sea como sistema o como forma en la que las personas conviven e 
interactúan en un mundo global (Beck, 2006).
La sociedad posindustrial se genera como consecuencia de la transición de 
la sociedad industrializada ―basada en el proceso de revolución industrial y el 
sector secundario (industria)― a una sociedad cuyos cimientos económicos, po-
líticos y culturales se fundamentan en aspectos como el conocimiento, la tec-
nología, la información y los servicios relacionados con los sectores terciarios, 
cuaternarios y quinarios de la economía1 (Cárdenas Zorro, 2015).
Castells (1999, citado en Castro Cuenca, 2009) afirma que las sociedades 
posindustriales tienen su sustento en la educación, la ciencia y la investigación, 
1 “Los cambios que producen las diferentes revoluciones tecnológicas son más notorios con el pasado de una 
Sociedad Industrial, basada en el sector secundario (industrial) a una Sociedad Posindustrial, que descansa en los 
sectores terciario (servicios), cuaternario (incluye servicios altamente intelectualizados como la innovación y las 
TIC) y quinario (incluye servicios sin ánimo de lucro como la salud, investigación, educación, industria del ocio y 
políticas públicas)” (Cárdenas Zorro, 2015, p. 68).
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mientras su relación con los medios de producción pasa a un segundo plano. 
Además, la sociedad del siglo XXI busca permanentemente nuevas tecnologías 
que generen un aumento de su productividad, lo que posibilita que muchas perso-
nas trabajen en el sector de los servicios. 
La globalización nos lleva a entenderla no solo desde un plano físico, sino 
también desde un ambiente económico, político y social con implicaciones direc-
tas en diversas zonas geográficas, a partir de decisiones tomadas a kilómetros de 
distancia por organismos internacionales que desarrollan políticas públicas que, 
con el paso del tiempo, se vuelven legislaciones internas, generadoras de tensión 
entre la soberanía nacional y el Derecho Internacional (Orozco y Gómez, 1997).
Su denominación es fruto de la observación de fenómenos que han aparecido 
de diversas maneras y han creado una serie de reacciones sociales en cadena para 
hacer del mundo una “aldea global”. Las telecomunicaciones, la tecnología de 
punta y la comunicación satelital ―en especial la informática y los sistemas 
de transporte― hacen que las civilizaciones converjan y se relacionen, compar-
tan culturas, idiomas, modas, religiones, expresiones artísticas, valores y cosmo-
visiones que llevan a describir comportamientos que generan tolerancia o desa-
grado (Castells, 1999; Vengoa, 2002; Kymlicka, 1996; Bernal Castro, 2013). 
El mundo de hoy es una combinación de racionalidad e irracionalidad, como 
lo afirmara Heidegger (1956), en la que los hombres están redefiniendo su exis-
tencia o, más bien, se encuentran en un replanteamiento de sus derechos y debe-
res; esto los llevará a construir un mundo mejor o a caer en la profunda desilusión 
de su creación. Así lo explica Kaufman (1998):
La postmodernidad, como aquí salta a la vista, no quiere ciertamente lo irracional, lo 
simplemente arracional. Pero ella es, sin embargo, también una forma del irraciona-
lismo. Y ese regreso de lo irracional era fácilmente previsible. El monstruoso ascenso 
de la realidad formal hasta un sistema de racionalidad puramente funcional debió, al 
llegar a su punto de culminación, caer en su contrario. Es un signo de la modernidad 
ir de un extremo a otro. Otros signo es que todo debe ser “diferenciado”, así la ver-
dad (Max Weber) como el derecho (Niklas Luhmann). Y en sus extremos se rozan 
con estas corrientes. Ya Martín Heidegger había llamado la atención sobre que “el 
racionalismo e irracionalismo por igual se han enredado en un intercambio en el que 
no solo no se distinguen entre ellos sino del no quieren salir más” y ha caracterizado 
a este como un procedimiento muy arriesgado (Kaufman, 1998, p. 9). 
15




Las sociedades líquidas son explicadas por Bauman (Surio, 2008), quien las 
concreta en una sociedad volátil, fluida y sin valores sólidos, en la que los víncu-
los humanos van desapareciendo, donde prevalece el interés por el bienestar eco-
nómico y el desinterés por las ideologías políticas y las ideologías tradicionales.
Asimismo, este tipo de sociedades posmodernas se caracteriza según Bauman, 
por ser individualista, privatizado en el desarrollo de las relaciones humanas, re-
lativista, consumista, artificial, y rodeado de incertidumbre y volatilidad; en ella 
frases como costo-beneficio se aplican no solo a las relaciones económicas, sino 
a las relaciones personales y sociales. Corresponde al ser humano ser flexible y 
abandonar los compromisos, pues la sociedad es fría y pragmática, en la que las 
personas se preocupan en exceso por la seguridad, impera el miedo por situacio-
nes como ataques terroristas, enfermedades, plagas y desempleo, prevalecen el 
ocaso de los valores humanos y la insatisfacción (Vásquez, 2008; Barrero, 2011). 
El consumo de drogas, el aborto, la inseminación artificial, los experimentos 
genéticos y el transgenerismo, por ejemplo, marcan la lucha por la individuali-
dad, en una abierta aceptación del libre desarrollo de la personalidad, el cual está 
presente desde finales del siglo XX hasta ahora, fundado en el reconocimiento de 
su vida y la satisfacción de sus derechos en aquellos espacios en los que el Estado 
no pueda intervenir.
De tal forma, el ser humano se debate entre la lucha por su dimensión como 
individuo y su espacio como ser social; en otras palabras, la sociedad le impone 
cargas efectivas y este, quiere alejarse de las imposiciones sociales, de modo 
que ha abandonado el plano moral para entenderlo desde la subjetividad, lo que 
provoca una forma de existencia individualista en la que la sociedad y el Derecho 
no pueden entrar; se disfraza en la ética para no ser juzgado en su interior y se 
propone satisfacer sus intereses más banales, con la finalidad de que un juez me-
tafísico no pueda juzgarlo.
En igual sentido, la sociedad constituye estructuras colectivas que pretenden 
hacer del individuo un ser autosuficiente y, al mismo tiempo, dependiente de sus 
códigos o símbolos. Su denominación se concreta en la palabra orden, pues solo 
en este se obtiene el compromiso por la fidelidad a los sistemas sociales que mar-
can la responsabilidad de una construcción social basada en normas que tienen su 
sustento en su estabilización (Luhmann, 2010).
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Los sistemas políticos, financieros, educativos y de salud, entre otros, son 
la muestra viviente de la manera como la sociedad se convierte día a día en un 
modelo estructural en el que convergen problemas y barreras culturales y hacen 
de esta una pirámide de cartas o un edificio de fuertes columnas que centra su 
compatibilidad en los sistemas esenciales de su desarrollo. 
Su articulación se manifiesta por medio de las telecomunicaciones y los sis-
temas informáticos, cuyo funcionamiento coordinado produce efectos directos 
en los grupos sociales hacia los que va dirigida su ejecución y colaterales en las 
demás regiones del mundo. Prueba de ello es la caída económica de Grecia y sus 
implicaciones en la Comunidad Económica Europea, así como la Gran Depresión 
de la década del treinta o la caída libre de la economía mundial de 2009 (Stiglitz, 
2010; Marichal, 2010). 
Es importante hacer notar que los seres humanos no pertenecemos a nosotros, 
sino a nuestro entorno, pues nos determina al promover acciones y procedimien-
tos adecuados para conseguir nuestros propósitos; así las cosas, el concepto de 
sociedad se enmarca bajo la expresión “orden social”, delimitada por la legalidad, 
fundamento que permite estabilizar a los sistemas que conforman la sociedad: 
político, jurídico, económico, etc.
Deleuze (1990) plantea un cambio de paradigma que se presentó en la socie-
dad con la Segunda Guerra Mundial, según el cual la sociedad, del siglo XVII 
hasta la mitad del siglo XX, desarrollaba su formación sobre el concepto de dis-
ciplina, generada a partir de espacios cerrados en donde el individuo convivía (la 
familia, el colegio, Ejército, fábrica, cárcel), y pasa a espacios abiertos, en donde 
e se encuentra motivado por otros criterios que lo vuelven más controlado que 
disciplinado. En este sentido, se halla involucrado con nuevos entornos, en los 
que no es moldeado, sino modulable, debido a su constante cambio. 
Esa comprensión de la sociedad como sistema entabla una sensación de con-
trol sobre la forma en la que la sociedad se comporta o, en otras palabras, de 
control sobre las personas. Los ambientes virtuales facilitan conocer de primera 
mano todas las cosas que suceden en el mundo, de modo que reclama seguridad, 
con la finalidad de no someterse a lo que ofrece la información. Las sociedades 
actuales sienten miedo de ser aniquiladas, vulneradas en su integridad personal 
y familiar, de perder su propiedad, de adquirir enfermedades o de morir (Silva 
Sánchez, 2011).
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La sociedad de nuestros tiempos es una “sociedad vigilada”, caracterizada 
porque las personas, en sus actividades de cualquier índole, son observadas sin 
que exista una protección a su intimidad. Existe una permanente tensión entre la 
seguridad y la libertad, a causa del miedo que, entre otras cosas, es lógico: basta 
con observar los atentados del 11 de septiembre de 2001 en Nueva York para 
entender que en cualquier momento un avión puede explotar sobre un edificio y 
matar a miles de personas o que una bolsa insignificante con un elemento bioló-
gico (ántrax) desencadene una epidemia que provoque la muerte de millares de 
personas (Vigilancia global, s. f.).
En últimas, la sociedad actual es una sociedad del riesgo, Ulrich Beck (2006) 
las denomina así para sintetizar el paso de la sociedad industrial a la posindus-
trial y afirma que la sociedad genera una serie de riesgos que afectan su entorno 
(ecología, ambiente, economía, laboral, familiar y político) y modifica las formas 
tradicionales desarrolladas en la primera parte del siglo XX, lo que, a la postre, 
transforma las formas de constitución familiar y las relaciones sociales y posibi-
lita que sus estructuras muten hacia nuevas formas de comprensión de la realidad 
del ser y de su mundo.
El ser humano se ampara en espacios de libertad para propiciar nuevos con-
ceptos de familia, de relaciones interpersonales o de su entorno laboral que lo 
hagan tomar riesgos en búsqueda de su desarrollo personal. Por otra parte, la so-
ciedad del riesgo se apoya en la inseguridad del ciudadano para que conviva con 
los miedos, producto del nuevo escenario que ha construido.
Las sociedades del riesgo también son tecnología de punta, cuya finalidad 
es lograr un desarrollo mayor mediante el uso de elementos o instrumentos que 
pueden causar daño, si son manejados de modo inadecuado o si se ejecutan acti-
vidades peligrosas; es en este punto en donde surge el concepto de riesgo permi-
tido que, con el paso del tiempo, va a controlar las actividades de la vida humana 
artificial y no artificial (la medicina, la ingeniería, la arquitectura, la producción 
industrial, el transporte, etc.). El individuo los asume, pues comprende que puede 
desenvolverse con un deber objetivo de cuidado.
Castro Cuenca (2009) afirma que, para comprender bien la cuestión, debemos 
tener claros los aspectos determinantes en la sociedad del riesgo, a saber: “1. El 
cambio de capacidad de los peligros actuales en relación con las de otros tiempos. 
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2. La rebuscada estructura de las relaciones de responsabilidad. 3. Finalmente, la 
impresión de inseguridad subjetiva que existe en la sociedad” (pp. 25-26).
El Derecho Penal de las sociedades del riesgo 
Silva Sánchez (2013) manifiesta que el Derecho Penal se apropia del concepto de 
sociedades del riesgo para solventar su expansión, pues comprende que en el mie-
do a la inseguridad la sociedad se ampara en él, para modular todas las situacio-
nes que pueden afectarla y hacer del mundo de hoy una aldea global de víctimas. 
Desde su visión, el problema del Derecho Penal radica en que la sociedad 
reclama un Derecho Penal de seguridad, lo que se antepone a la tradicional ma-
nera de protección de bienes jurídicos concretos y pasa a establecer relaciones 
de peligro, que se solucionan por medio de la protección de los bienes jurídicos 
abstractos, al legitimar los delitos de peligro abstracto y concreto en sus diver-
sas modalidades; ello permite dimensionar la consecuencia natural de establecer 
un Derecho Penal de la anticipación. Sánchez Herrera (2013) entiende que tal 
postura obedece al miedo colectivo provocado por la pérdida de las estructuras 
sociales.
Por otra parte, el Derecho Penal actual aumenta las barreras de su protección 
y crea nuevos tipos penales autónomos que refuerzan su sensación de seguridad. 
Sánchez Herrera (2013) por ejemplo, propone la creación de un delito autónomo 
que se denomine “crimen organizado”, cosa que parece más encaminada a en-
tender una forma de reforzamiento de tipos ya existentes en nuestra legislación 
como el de “concierto para delinquir agravado”. 
Aunque los reclamos sociales son válidos, el problema no se soluciona con 
la creación de nuevos tipos penales; por esto, el Derecho Penal ha reformulado 
su dogmática para facilitar tal sentido de seguridad. Con este fin, elabora nue-
vas modalidades de comportamientos omisivos extendidos a los delitos dolosos 
como a los culposos y novedosas formas de comprensión de la autoría, facilita su 
aplicación y desmejora las formas de participación, valida teorías como la em-
presa criminal conjunta o extiende la figura del autor mediato en aparatos orga-
nizados de poder para delitos diferentes a los que fueron planteados en principio 
como los delitos de sistema.
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Poco a poco va imponiendo penas más altas frente a delitos existentes o re-
fuerza sus agravantes para eliminar su modalidad de conductas simples, al tiempo 
que crea conductas como el “feminicidio”, que tiene su naturaleza en el trato 
discriminatorio.
El Derecho Penal de la seguridad responde a los medios de comunicación 
que, con la exageración de sus informaciones, provocan inseguridad al colectivo 
e inducen a la ciudadanía a creer en la ineficacia del sistema penal frente a la 
criminalidad organizada, la cual no se puede ocultar, pero trae la consecuencia 
de hallar culpables en todas las actividades de vida en donde existan riesgos; por 
ello, hoy en día casi no se afirma la existencia del “caso fortuito” como factor que 
genere ausencia de conducta, debido a que hay que encontrar responsables (Silva, 
2011; Bernal Castro, 2015).
Ahora bien, es preciso recordar el argumento en el que señalaba que el ser 
humano estaba batallando entre su individualidad y su responsabilidad como 
ser social, para significar que el Derecho Penal pretende proteger tanto al in-
dividuo como a la sociedad. Por tal razón, implanta delitos en contra de la dis-
criminación hasta delitos que protegen valores fundamentales que sostienen sus 
estructuras colectivas; es un Derecho protector que abandona la tesis tradicional 
de ser un Derecho Penal mínimo y de ultima ratio a uno anticipatorio.
Este escenario evidencia la tesis que sostuve cuando afirmé que el Derecho 
Penal no era estático y se transformaba, en atención a las necesidades planteadas 
por los sistemas sociales. Pues bien, el Derecho Penal actual tiende a eliminar las 
garantías penales propias de la Modernidad y de la edad Contemporánea de la 
primera mitad del siglo XX y propone una lucha abierta contra la delincuencia, 
en especial la organizada, sin tomar en cuenta los riesgos que ello comporta y, al 
mismo tiempo, transformar su poder en lo que Zaffaroni (2006) llamaría “popu-
lismo punitivo”, pero el legislador denomina “eficientismo”, tal vez centrados en 
un modelo de Estado neoliberal más que en uno Social de Derecho (Zaffaroni, 
2006; Bernal Castro, 2013).
En materia procesal, el Derecho Penal abandona el garantismo defendido por 
Ferrajoli (2005), que comprendía a las garantías en materia penal como el esce-
nario idóneo en donde se respetan las garantías del proceso penal, de tal forma 
que, con su reconocimiento, el Estado respondía a su carácter liberal y demo-
crático, opuesto al totalitarismo propio de los sistemas de gobierno autoritarios 
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y represores. El relajamiento de las garantías del proceso penal es un nuevo con-
cepto que permite comprender que el Derecho Penal cede la protección a los 
procesados por encontrar resultados que llenen la satisfacción de seguridad ciu-
dadana, como si ella nunca fuera a estar sentada en el banquillo de los acusados. 
Albarracín (2012) habla de neopunitivismo, para referirse a esta situación.
Otro síntoma que se desprende de la enfermedad “inseguridad ciudadana” 
está concretado en los altos índices de hacinamiento carcelario. Nuestro Estado 
ha olvidado distinguir el fin de las medidas de aseguramiento con las penas de 
prisión y confunde los propósitos de la primera con los de la segunda. Basta ver 
que Gómez Pavajeau (2014) menciona cómo el concepto de medida cautelar de 
la libertad establecido por la Corte Interamericana ha sido desconocido por el 
Estado, para suplirlo por razones basadas en los reclamos sociales, como si estos 
estuviesen estipulados en la ley y desconoce abiertamente el control de conven-
cionalidad previsto para las medidas de detención preventiva.
El sistema de enjuiciamiento criminal colombiano no es la excepción. A me-
dida que han pasado los años de su implementación, se han provocado reformas 
que aligeran las garantías procesales en materia de justicia premial, aplicación del 
principio de oportunidad y utilización de preacuerdos, hasta el punto de conce-
birlas para determinadas modalidades delictivas y restringirlas en otras, ampliar 
los derechos de las víctimas en el proceso penal, establecer procedimientos espe-
ciales para judicializar delitos cometidos contra víctimas con trato diferencial y 
endurece el trato frente a la corrupción y la delincuencia organizada así como la 
ordinaria. Dentro de las reformas referidas que concretan nuestro argumento se 
pueden verificar:
Reformas efectuadas al Código de Procedimiento Penal
• Ley 937 del 30 de diciembre de 2004: “Por la cual se adiciona el Artículo 
38 de la Ley 906 de 2004”.
• Ley 985 del 26 de agosto de 2005: “Por medio de la cual se adoptan me-
didas contra la trata de personas y normas para la atención y protección 
de las víctimas de la misma”. Adiciona el Artículo 35 de la Ley 906 de 
2004.
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• Ley 1121 del 29 de diciembre de 2006: “Por la cual se dictan normas para 
la prevención, detección, investigación y sanción de la financiación del 
terrorismo y otras disposiciones”. Se modificó el Artículo 35, numeral 20 
de la Ley 906 y el parágrafo 3 del Artículo 324 de la Ley 906 de 2004, 
declarado inexequible por la Corte Constitucional, mediante Sentencia 
C-095 de 2007.
• Ley 1028 de 2006: “Por la cual se adiciona el Código Penal y se dictan 
otras disposiciones”. Agrega el Artículo 35 de la Ley 906 con el Artículo 
3 de esta Ley y aumenta una competencia para los jueces penales del 
circuito especializado.
• Ley 1098 del 8 de noviembre de 2006: Código de la Infancia y 
Adolescencia. 
• Ley 1142 del 28 de junio de 2007: “Por medio de la cual se reforman 
parcialmente las Leyes 906 de 2004, 599 de 2000 y 600 de 2000 y se 
adoptan medidas para la prevención y represión de la actividad delictiva 
de especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana”. 
• Ley 1257 del 4 de diciembre de 2008: “Por la cual se dictan normas 
de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y dis-
criminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de 
Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”.
• Ley 1273 del 5 de enero de 2009: “Por medio de la cual se modifica el 
Código Penal, se crea un nuevo bien jurídico tutelado —denominado de 
la protección de la información y de los datos— y se preservan integral-
mente los sistemas que utilicen las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, entre otras disposiciones”. 
• Ley 1312 del 9 de julio de 2009: “Por medio de la cual se reforma la Ley 
906 de 2004 en lo relacionado con el principio de oportunidad”.
• Ley 1395 del 12 de julio de 2010: “Por la cual se adoptan medidas en 
materia de descongestión judicial”
• Ley 1453 del 24 de junio de 2011: “Por medio de la cual se reforma el 
Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de Infancia 
y Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras 
disposiciones en materia de seguridad”.
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• Ley 1474 del 12 de julio de 2011: “Por la cual se dictan normas orienta-
das a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción 
de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”.
• Ley 1442 de 2012: “Por la cual se reforma el Artículo 74 de la Ley 906 de 
2004, Código de Procedimiento Penal”, delito de violencia intrafamiliar.
• Ley 1542 del 5 de julio 2012: “Por la cual se reforma el Artículo 74 de 
la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal”.
• Ley 1709 del 20 de enero de 2014: “Por medio de la cual se reforman 
algunos artículos de la Ley 65 de 1993, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 
55 de 1985 y se dictan otras disposiciones”.
• Ley 1652 del 12 de julio de 2013: “Por medio de la cual se dictan dispo-
siciones acerca de la entrevista y el testimonio en los procesos penales de 
niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos contra la libertad, integri-
dad y formación sexuales”.
• Ley 1760 de 2015: “Por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley 
906 de 2004 en relación con las medidas de aseguramiento privativas de 
la libertad”.
Reformas efectuadas al Código Penal
• Ley 890 del 7 de julio de 2004: “Por la cual se modifica y adiciona el 
Código Penal”.
• Ley 985 del 29 de agosto de 2005: “Por medio de la cual se adoptan me-
didas contra la trata de personas y normas para la atención y protección 
de las víctimas de la misma”.
• Ley 964 del 8 de julio de 2005: “Por la cual se dictan normas generales 
y se señalan en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse 
el Gobierno nacional para regular las actividades de manejo, aprovecha-
miento e inversión de recursos captados del público que se efectúen me-
diante valores y se dictan otras disposiciones”.
• Ley 1028 del 13 de junio de 2006: “Por la cual se adiciona el Código 
Penal y se dictan otras disposiciones”.
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• Ley 1121 del 30 de diciembre de 2006: “Por la cual se dictan normas para 
la prevención, detección, investigación y sanción de la financiación del 
terrorismo y otras disposiciones”.
• Ley 1142 del 28 de julio de 2007: “Por medio de la cual se reforman 
parcialmente las Leyes 906 de 2004, 599 de 2000 y 600 de 2000 y se 
adoptan medidas para la prevención y represión de la actividad delictiva 
de especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana”.
• Ley 1154 del 4 de septiembre de 2007: “Por la cual se modifica el Artículo 
83 de la Ley 599 de 2000, Código Penal”.
• Ley 1181 del 31 de diciembre de 2007: “Por la cual se modifica el Artículo 
233 de la Ley 599 de 2000”.
• Ley 1200 del 23 de junio de 2008: “Por medio de la cual se adiciona el 
Artículo 169 del Código Penal, modificado por los artículos 2 de la Ley 
733 de 2002 y 14 de la Ley 890 de 2004”.
• Ley 1220 del 16 julio de 2008: “Por la cual se aumentan penas para los 
delitos contra la Salud Pública, de que trata el Título XII, Capítulo I del 
Código Penal”.
• Ley 1236 del 23 de julio de 2008: “Por medio de la cual se modifican 
algunos artículos del Código Penal relativos a delitos de abuso sexual”.
• Ley 1257 del 4 de diciembre de 2008: “Por la cual se dictan normas 
de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y dis-
criminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de 
Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”.
• Ley 1273 del 5 de enero de 2009: “Por medio de la cual se modifica el 
Código Penal, se crea un nuevo bien jurídico tutelado ―denominado de 
la protección de la información y de los datos― y se preservan integral-
mente los sistemas que utilicen las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, entre otras disposiciones”.
• Ley 1311 del 9 de julio de 2009: “Por medio de la cual se adicionan los 
Artículos 377A y 377B a la Ley 599 de 2000 (Código Penal), se crea el 
tipo penal de uso, construcción, comercialización, tenencia y transporte 
de semisumergibles o sumergibles”.
• Ley 1326 del 15 de julio de 2009: “Por la cual se modifica el Artículo 110 
del Código Penal”.
24




• Ley 1329 del 17 de julio de 2009: “Por medio de la cual se modifica el 
Título IV de la Ley 599 de 2000 y se dictan otras disposiciones para con-
trarrestar la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes”.
• Ley 1336 del 21 de julio de 2009: “Por medio de la cual se adiciona y ro-
bustece la Ley 679 de 2001, de lucha contra la explotación, la pornografía 
y el turismo sexual con niños, niñas y adolescentes”.
• Ley 1356 del 30 de octubre de 2009: “Por medio de la cual se expide la 
Ley de Seguridad de Eventos Deportivos”.
• Ley 1357 del 12 de noviembre de 2009: “Por la cual se modifica el 
Código Penal”.
• Ley 1426 del 29 de diciembre de 2010: “Por la cual se modifica la Ley 
599 de 2000, relativa a las conductas punibles que atentan contra los 
bienes jurídicamente protegidos de los defensores de derechos humanos 
y periodistas”.
• Ley 1448 del 10 de junio de 2011:“Por la cual se dictan medidas de aten-
ción, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 
interno y se dictan otras disposiciones”.
• Ley 1453 del 24 de junio de 2011: “Por medio de la cual se reforma el 
Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de Infancia 
y Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras 
disposiciones en materia de seguridad”.
• Ley 1474 del 12 de julio 2011: “Por la cual se dictan normas orientadas 
a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de 
actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”.
• Ley 1761 de 2015: “Por la cual se crea el tipo penal de feminicidio como 
delito autónomo y se dictan otras disposiciones (Rosa Elvira Cely)”.
• Ley 1762 de 2015: Ley anticontrabando. Se crean nuevas sanciones por 
incumplimiento a las prohibiciones sobre los libros de comercio y a las 
demás obligaciones propias de los comerciantes.
En conclusión, el Derecho Penal es reformado permanentemente. Entonces, 
¿por qué no funciona? No es que no funcione. Ambos (2012) expresaba que en 
su país había un dicho que rezaba: “La máquina de la justicia trabaja lenta pero 
continuamente” y Anitúa (2004) afirma que el Derecho Penal se vale de los me-
dios de comunicación para cumplir con el fin preventivo general por el que fue 
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construido y, al mismo tiempo, para evidenciar su actividad basada en la lucha 
contra la criminalidad y la persecución del delito y el delincuente en una sociedad 
del riesgo, globalizada e informática.
En realidad, Ambos (2012) quería hacer notar que la lentitud del aparato de 
persecución se origina en la gran demanda de la ciudadanía que constantemente 
está denunciando conductas penales y en la escasa infraestructura que debe aten-
der el pedido social. En este punto, lo importante es entender que la sociedad ha 
creído que el delito es una enfermedad, de ahí su sensación de miedo; esto con-
lleva a creer que el delito es algo frecuente y cotidiano, que trae consecuencias 
terribles. Por ello, mediante la reducción de garantías penales y la búsqueda de 
condenas a personas que pueden ser culpables o no, se alivian los miedos socia-
les. En ese orden de ideas, el Derecho Penal es el músculo fuerte del Estado que 
permite a sus asociados desarrollar su libre autonomía; así pues, no se puede creer 
que el problema se solucione al ser eficientista o garantista, sino en un ejercicio 
de ponderación que demanda financiamiento económico, sostenimiento y apli-
cación de políticas penales a largo plazo, definidas desde presupuestos sólidos y 
concretos que estabilicen el reclamo de seguridad ciudadana frente al respeto de 
los derechos fundamentales en materia penal de los procesados.
En este escenario, el Estado empieza a adoptar medidas que concreten el 
pedido de la ciudadanía en dos palabras que serán estudiadas en el examen pro-
puesto en esta investigación. Ellas son: priorización y contexto, las cuales son 
la respuesta que nuestro Estado propone para combatir la criminalidad, espe-
cíficamente en la etapa de investigación; así lo ha desarrollado Luis Eduardo 
Montealegre, en el ejercicio de su cargo como fiscal general de la Nación.
Criminalidad organizada 
Así como la sociedad obedece a un grado de complejidad que pone su sosteni-
bilidad en el Derecho, dentro de ella existen organizaciones que obedecen a los 
mismos parámetros descritos en las sociedades de riesgo, o sea, son organiza-
ciones que desarrollan sus actividades con base en las tecnologías, la cibernéti-
ca, la información y sobre estructuras que elaboran su propia comunicación, su 
simbología y sus formas de castigarse y controlarse. Estas son las organizaciones 
criminales.
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Caparrós (1998) define la organización criminal así2: 
[…] es una entidad colectiva en función de estrictos criterios de racionalidad. A modo 
de piezas que se integran en una sólida estructura, cada uno de sus miembros des-
empeña un determinado cometido para el que se encuentra especialmente capacitado 
en función de sus aptitudes o posibilidades personales. De este modo, la corporación 
alcanza los rasgos propios de una sociedad de profesionales del delito en la que se 
manifiesta un sistema de relaciones definidas a partir de deberes y privilegios recí-
procos (p. 37).
Dentro de las organizaciones criminales más importantes del mundo se 
encuentran:
1. Carteles mexicanos de la droga: tienen actividad en toda América y están 
iniciando en Europa. Desarrollan una cantidad de ilícitos como secuestro, 
narcotráfico, trata de personas y tortura, cuentan con una gran infraestruc-
tura física y de personal calificado como abogados, contadores. El cartel de 
Sinaloa tiene ingresos anuales por más de 3.000 millones de dólares. 
2. Yakusa: es la organización criminal más importante de Japón. Sus integrantes 
hacían labores de samuráis, consistentes en la protección a diferentes jefes. 
Como esta actividad se fue debilitando por el paso del tiempo, se convirtieron 
en paramilitares que ejercían dicha labor, en favor de la comunidad a cambio 
de prebendas económicas; más adelante, se convirtieron en bandas crimina-
les dedicadas a contrabando, extorsión, tráfico de armas y tráfico de drogas. 
Sus integrantes son adoctrinados con ideales de lealtad, fidelidad, obediencia 
y ultranacionalismo, al punto de presentar castigos físicos por incumplimien-
to, como mutilación de los dedos de las manos. Yamaguchi Gumi ha obtenido 
ingresos por valor de 80 mil millones de dólares en los últimos años. 
3. Triadas chinas: son organizaciones criminales orientadas a la trata de perso-
nas, extorsión, prostitución, piratería y lavado de activos. Dichos comporta-
mientos suelen ser contra sus congéneres. 
4. Mafia italiana: inicia sus labores de protección hacia ciertos nobles. Luego 
se transformaron en grupos criminales rurales con un código de conducta y 
2 “Por ‘grupo delictivo organizado’ se entenderá un grupo estructurado de tres o más personas que exista durante 
cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos tipifica-
dos con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u 
otro beneficio de orden material” (Organización de Naciones Unidas, 2000).
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una organización descentralizada, que buscaba tener dominio político con 
la finalidad de obtener poder e información. La Camorra tiene un capital de 
4.900 millones de dólares. 
5. Mafia rusa: tiene influencia y poder en todo el mundo. Sus actividades in-
cluyen narcotráfico, tráfico de personas, comercio ilegal de petróleo, tráfico 
de armas y material nuclear. Solntsevskaya Bratva cuenta con un capital de 
8.500 mil millones de dólares (wrru, s. f.).
La característica fundamental de las organizaciones criminales es su opera-
tividad, entendida como una empresa. Así como las empresas legales tienen una 
organización jerárquica, funcional, normativizada, con un ejercicio contable que 
refleja sus activos y pasivos, los lugares en donde operan, los insumos para rea-
lizar las actividades y la distribución de actividades y funciones. Las organiza-
ciones al margen de la ley toman este modelo para aplicarlo en la cotidianidad 
de su ejercicio antisocial, de forma que se convierten en empresas que ofrecen al 
mercado una factoría de delitos, desde actividades intrascendentes hasta otras de 
gran calado (Orsi, 2007).
En este escenario, Albrecht (2001) señala que esa actividad empresarial des-
empaña un papel determinante en dos tipos de mercado —ilegal y legal— en 
los que los actos ilícitos se desprenden de los delitos financieros, en particular 
el lavado de activos en dos manifestaciones: una, relacionada con la creación de 
mercados ilícitos que generan un paralelo entre la economía de mercado lícita 
con economías que tienen su fuente de ingresos en actividades delincuenciales 
conocidas con diferentes denominaciones, las cuales tienen su enfoque en el nar-
cotráfico, la trata de personas, la pornografía infantil y la venta de armas; la se-
gunda, permea las economías formales, al crear actividades lícitas para convertir 
el producto de la actividad delincuencial en dinero que circule con facilidad en 
las economías de mercado globales, lo que se denomina lavado de capitales, con 
efectos directos en la vida de los ciudadanos como la inflación, pues se incremen-
tan los precios de los bienes y servicios del mercado. Ejemplo de ello es la bur-
buja inmobiliaria que produce consecuencias en la finca raíz, al poner a competir 
el mercado sobre precios elevados que terminan afectando no solo la economía 
nacional, sino las vecinas (Orsi, 2007).
Esa criminalidad organizada que traspasa fronteras es lo que se conoce como 
delincuencia transnacional, caracterizada porque el delincuente:
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[…] aprovecha las oportunidades que se le ofrecen para cometer delitos, transferir 
bienes ilegales o asumir riesgos no permitidos más allá de las fronteras […]. Además 
se expresa con este concepto de criminalidad sin fronteras a un sector de la delin-
cuencia que ya no se deja interpretar por medio de los instrumentos tradicionales 
de la investigación y el análisis criminológico, los que igualmente no contemplan 
la comisión individual de delitos en masa, las más de las veces cometidos por jóve-
nes, criminalidad de bagatela, así como la reflexión sobre víctimas y responsables 
(Albrecht, 2001, p. 13). 
La criminalidad organizada altera el orden público, desestabiliza la econo-
mía de un Estado y desafía la institucionalidad por medio de la corrupción, pues 
la infiltra para provocar que se vuelva cómplice de sus actividades; por ello, la 
política y el crimen no pueden transar, porque la sociedad termina sufriendo las 
consecuencias de la injusticia, provocada por la ausencia de fidelidad al Derecho. 
Los Estados democráticos se deslegitiman en la medida en que los sistemas cri-
minales demuestran a la sociedad su ineficacia (Orsi, 2007).
Las organizaciones criminales son organizaciones sociales estructuradas sis-
temáticamente, lo que quiere decir que tienen sus propios valores, códigos de 
ética y un sentido comunicativo que las identifican bajo un parámetro de con-
ducta criminal. Esto propone un nuevo paralelo con las estructuras sociales en 
el sentido de desafiar los valores y el orden establecido por los sistemas sociales 
amparados en la legalidad, de modo que su operación propone un desafío real que 
atenta contra los sistemas democráticos, políticos y económicos de los Estados 
y propicia la materialización de una cadena de delitos que permean los sistemas 
sociales y derrumban las estructuras establecidas. 
Así las cosas, las organizaciones criminales, en su diario acontecer, ejecutan 
actividades que, aunque intrascendentes, forman parte de su acción criminal; es 
allí en donde el analista criminal empieza a cambiar la forma de entender el deli-
to, ya no como lo que se asume como norma y caso, sino desde una comprensión 
externa que permite enmarcarlo en el entorno en el que funciona. Por ejemplo, 
actos tan simples como el hurto de celulares pueden estar conectados con terro-
rismo, venta de estupefacientes, microtráfico, venta de autopartes, extorsión y 
secuestro.
La migración de personas facilita la comisión de actividades de la delincuen-
cia organizada, al aprovechar que el intercambio de culturas facilita el mercadeo 
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de bienes y servicios ilícitos producidos por la demanda de capitales de ciudada-
nos que están dispuestos a pagar el dinero necesario para cumplir con sus sueños 
de autonomía; por ello, se desarrolla la venta de estupefacientes, el comercio 
sexual, la prostitución, la trata de personas, la pornografía en sus diversas moda-
lidades en especial la infantil y el mercado de armas, entre otros, que potencian 
actividades como el terrorismo.
Con estos argumentos se origina la Convención de Palermo3, instrumento in-
ternacional que busca combatir la criminalidad trasnacional y opera frente a este 
fenómeno criminal cuando la organización funciona en diferentes Estados o su 
actividad criminal traspasa sus fronteras4. En particular dedica su esfuerzo al la-
vado de dinero, a la corrupción, la trata de personas, en especial mujeres y niños, 
al tráfico de emigrantes y el tráfico y la fabricación ilícita de armas.
Las organizaciones criminales también pueden entenderse como aparatos es-
tructurados de poder. Esta definición establecida por Roxin (2007) para desarro-
llar su teoría de autoría mediata sirve para probar los crímenes de sistema como 
el genocidio, los crímenes de guerra y de lesa humanidad, perpetrados por un 
grupo de personas con carácter piramidal y jerarquía que ejerce un poder especí-
fico en un territorio particular y realizan actividades al margen del orden jurídico, 
de manera que sus decisiones son tomadas por un órgano directivo diferente del 
ejecutor y su accionar puede ser efectuado por el Estado o por grupos al margen 
de la ley. Hoy en día, tal teoría puede extenderse para probar los delitos de orga-
nizaciones criminales (Velásquez, 2011).
La empresa criminal conjunta ha sido vista como otra forma de comprender 
a las organizaciones criminales en las que se comparte comunidad de designio 
criminal, para desarrollar un fin propuesto por el grupo de criminales, quienes 
comparten sus consecuencias en el marco de la coautoría, de acuerdo con sus 
3 “Uno de los contrastes más marcados que existen en el mundo actual es el abismo entre lo civil y lo incivil. 
Cuando digo ‘lo civil’ quiero decir la civilización: los siglos acumulados de conocimientos que sientan las bases del 
progreso. Cuando digo ‘lo civil’ también quiero decir la tolerancia: el pluralismo y el respeto con los que aceptamos 
a los diversos pueblos y nutrimos de ellos nuestras fuerzas. Y, por último, quiero decir la sociedad civil: los grupos 
de ciudadanos, empresas, sindicatos, profesores y periodistas, los partidos políticos y demás grupos que desem-
peñan una función esencial en el funcionamiento de toda sociedad (Organización de las Naciones Unidas, 2004).
4 “2. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter transnacional si: a) Se comete en 
más de un Estado; b) Se comete dentro de un solo Estado, pero una parte sustancial de su preparación, planifica-
ción, dirección o control se realiza en otro Estado; c) Se comete dentro de un solo Estado, pero entraña la partici-
pación de un grupo delictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado; o d) Se comete 
en un solo Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro Estado” (Organización de las Naciones Unidas, 2004).
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variantes que se explicarán más adelante. Entre ellas encontramos a las organiza-
ciones terroristas, de las cuales las más peligrosas del mundo son: Boko Haram, 
que gana más 70 millones de dólares por año; Lashkar-e-Toib, 100 millones de 
dólares por año; Al Qaeda, 100 millones de dólares por año; Talibán, 400 millo-
nes de dólares por año; IRA, más de 450 millones de dólares por año; FARC, 
1.000 millones de dólares por año y EIIL, 2.000 millones de dólares” (RT, 2014). 
Reacción del Estado frente a las organizaciones criminales 
Así como las organizaciones criminales desarrollan su actividad al tomar los 
instrumentos tecnológicos e informáticos para la consecución de sus delitos, el 
Estado se vale de herramientas que le permitan adelantar sus investigaciones para 
dar con los responsables de dichas organizaciones.
Por ello, cuenta con figuras jurídicas que le faciliten adecuarse a la forma en 
la que las organizaciones criminales desarrollan su actividad para descifrarlas, 
identificarlas, hallar sus patrones de criminalidad y las rutas que utilizan para 
sus ilícitos, así como conocer sus enlaces con otras organizaciones criminales. 
En la Ley 906 de 2004 encontramos como actuaciones lícitas para combatir la 
criminalidad organizada las siguientes: infiltración de organizaciones criminales, 
actuación de agentes encubiertos y entrega vigilada (Artículos 241, 242, 242a y 
243). Montealegre (2013) las determina así: agente encubierto, seguimiento pasi-
vo, entrega vigilada y vigilancia de cosas. 
En relación con las dos primeras —infiltración y utilización de agentes en-
cubiertos— es primordial que se efectúen sobre organizaciones criminales y que 
el imputado continúe ejecutando actividades delictivas, con el objetivo de iden-
tificar su organización y su funcionamiento; para eso, hace un análisis previo de 
la organización y luego infiltra a uno de los miembros de la Policía Judicial, para 
obtener información provechosa para la investigación.
 Las operaciones encubiertas son actos de la Policía Judicial o de particula-
res por orden del fiscal, con la aprobación del director nacional o seccional de 
Fiscalías, que le permiten controlar las acciones de organizaciones criminales, 
identificar a sus miembros, conocer sus planes y actividades y golpear con efi-
cacia sus estructuras (Artículo 242 de la Ley 906 de 2004) (Montealegre, 2013).
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La entrega vigilada es un procedimiento policial para el seguimiento del ob-
jeto material del ilícito y la identificación de quienes forman parte de la organiza-
ción delictiva (Montealegre, 2013).
La reacción del Estado no se queda en estos instrumentos, pues pretende in-
tervenir a las organizaciones criminales por medio de una nueva forma de inves-
tigación, denominada investigación de análisis y contexto, que será analizado 
en los capítulos 2 y 3 del presente escrito y tiene como parámetro el criterio de 
priorización. 
Conclusiones 
La sociedad actual puede entenderse de diferentes formas: sociedad posindus-
trial, líquida, de control, de vigilancia o del riesgo, que cuenta con el Derecho 
Penal como instrumento idóneo para combatir la inseguridad que la agobia y 
reclama su intervención eficaz frente al conflicto social.
El Derecho Penal de la actualidad endurece su posición frente a la delincuen-
cia, en especial la organizada, elimina garantías, emite nuevos tipos penales anti-
cipatorios de bienes jurídicos, refuerza la punibilidad de conductas, establece de-
litos autónomos que originen mayor reprochabilidad e instituye interpretaciones 
más fuertes en materia de autoría y participación, con la finalidad de responder al 
miedo generado por la delincuencia.
El Derecho Penal es protector de individuos y colectividades, abandona su 
carácter tradicional de ultima ratio para volverse un Derecho Penal máximo.
El Derecho Penal de hoy mantiene una lucha permanente contra la criminali-
dad organizada, pues entiende que ella configura un desafío profundo contra las 
instituciones, la administración pública y los sistemas estructurales que sostienen 
a la sociedad (político, jurídico, económico, etc.).
La delincuencia organizada es una consecuencia de las sociedades del ries-
go, porque se concreta de acuerdo con la demanda pública en la que la sociedad 
participa, ya sea en el uso de sustancias estupefacientes, en la prostitución, en la 
pornografía infantil, en la trata de personas y en la venta o comercio de armas, lo 
que hace visibles a los mercados ilegales.
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Las organizaciones criminales se asimilan a empresas del crimen, aparatos 
organizados de poder, empresas criminales conjuntas y órganos represores, in-
cluidas las organizaciones terroristas.
El dinero ilícito de las organizaciones ilegales permea a los mercados lícitos 
y producen efectos inflacionarios en la economía global y afectación colectiva de 
sus bienes. 
Las organizaciones criminales son el enemigo real de los sistemas sociales y 
el Estado responde con nuevas formas de investigación para identificarlas, com-
prender sus estructuras, sus parámetros de macrocriminalidad y su georeferencia-
ción, lo cual se consigue con una investigación enfocada al análisis y al contexto, 
basada en la priorización, además de agentes encubiertos, infiltraciones, segui-
miento de cosas o de personas y entrega vigilada. 
